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			Todo empieza por la paz

			 

			 

			Los griegos empezaron a conversar, y hemos seguido desde entonces.
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			Siempre es un estímulo compartir ideas, reflexiones y nuevas iniciativas políticas, pero en raras ocasiones puedo hacerlo de la manera pausada que propicia la escritura de un libro. Sobre el inquietante horizonte que perfilan presente y futuro, se interpone otro que me animo a explicar en las siguientes páginas y que apela, sin duda, a los mejores atributos de la humanidad: el diálogo, las expresiones multiculturales, que son muchas y una sola, la esperanza y el profundo deseo de paz que todos los individuos atesoramos. 

			A las puertas de que se cumpla el primer cuarto del siglo XXI y en unas circunstancias de intensa complejidad geopolítica, es momento de hacer balance de la situación en la que se encuentra nuestro mundo, marcado por el advenimiento de un inevitable cambio de orden que muchos se empeñan en negar. 

			Afirmamos que somos occidentales porque somos críticos. Desde este marco referencial, histórico y cultural del pensamiento crítico y más allá de tratar de explicar fragmentos aislados de política exterior, me dispongo a reflexionar sobre una idea de grandes principios que intenté poner en práctica durante mis mandatos como presidente del Gobierno y sobre la que he seguido trabajando estos últimos años. 

			La principal tarea, la más útil que pueda desarrollar un responsable político, es contribuir a la consecución de la paz. Bajo esta premisa, que obviamente precisa de concreción, me gustaría anticipar la razón de ser del texto que tiene el lector en sus manos y las ideas conclusivas que en él se desarrollan.

			En primer lugar, reparemos en el gran reto histórico que supone la construcción de una comunidad política internacional sobre bases sólidas, firmes, a partir de los avances civilizatorios de nuestra especie, en particular, tras las revoluciones americana y francesa, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, la superación dramática de dos guerras mundiales de la descolonización, siempre incompleta, y la creación de Naciones Unidas y la Unión Europea, que ha sido, esencialmente, un proyecto de paz.

			Pues bien, en el marco de este desafío, evaluemos la primera cuarta parte, ya casi transcurrida, del siglo XXI. Un siglo que surge bajo un signo alentador, en la estela de la caída del muro de Berlín y con el acuerdo global sobre los Objetivos del Milenio como el primer programa mundial cuyo objetivo esencial es erradicar la pobreza. 

			Sin embargo, el siglo XXI parece naufragar en esa construcción política internacional, como un ideal que hunde sus raíces en Kant, limitando extraordinariamente el progreso que estas últimas décadas podrían haber aportado gracias, sobre todo, a los avances científicos. Hablo no solo de España, sino de cualquier país con vocación exterior e historia de una presencia dilatada en el mundo. 

			Este tiempo se inició como una gran oportunidad, pero lejos de afianzarse la paz y la cooperación internacional, el camino hacia un mundo más seguro, más solidario y menos injusto, un mundo gobernado por el Derecho y los avances en derechos, nos dirigimos en la dirección contraria; una dirección en la que se atisban tinieblas similares a aquellas que nublaron la primera mitad del siglo XX.

			Todo se torció con el atentado de las Torres Gemelas. Ahí cambió el destino histórico que hasta ese momento estaba sustentado en un afán prioritario por la paz y la cooperación al desarrollo, la erradicación de la pobreza y el cumplimiento de los demás Objetivos del Milenio, incluidos los ocho propósitos para el desarrollo humano suscritos en el año 2000 por los 189 países miembros entonces de Naciones Unidas. Aquella fue la primera vez en que todas las naciones del mundo se comprometieron a erradicar la pobreza y a garantizar el derecho a la educación y a la salud.

			Pero el 11 de septiembre de 2001 alteró de forma abrupta la agenda internacional. La primera potencia del mundo convirtió en prioridad la restitución de su autoestima, lanzando la teoría de la guerra contra el terrorismo. A partir de entonces, hemos antepuesto la seguridad a la paz, bajo la gran mentira de que una llevaría a la otra, y cuyas consecuencias —sobre todo en los países occidentales— han sido más inseguridad y menos paz. 

			Cada día se hace más evidente la presunción de que bajo esta reacción bélica incesante subyace algo mucho más profundo y peligroso, que explicaré a lo largo de este libro y que se resume en la resistencia de Estados Unidos a asumir la pérdida de su hegemonía económica, política y cultural, a la que se suman, casi por inercia, sus aliados históricos, en particular la UE, que tuvo su última respuesta autónoma con la guerra en Irak. Por este motivo, se ha impuesto la idea militarista que defiende la necesidad de incrementar los presupuestos de defensa. 

			Indudablemente, estamos ante el gran problema de este primer cuarto del siglo XXI: el discurso de la seguridad se ha antepuesto al afán de paz. Prueba de ello es la debilidad de los movimientos pacifistas, que poco a poco se han ido apagando, incluso ante guerras recientes y trágicas como la emprendida por Rusia en Ucrania o en Gaza. 

			Todas las civilizaciones pasan por momentos de esplendor y de decadencia. La Historia nos enseña que la predilección por la seguridad conlleva un alto riesgo de provocar crisis lo suficientemente dramáticas como para generar un cambio de paradigma, un punto de inflexión histórica.  

			La reacción de Estados Unidos ante el derribo de las Torres Gemelas fue la gestación de una cruzada que se ha llevado por delante muchas vidas humanas, sin lograr ninguno de los supuestos objetivos propuestos. Afganistán es el ejemplo más claro y devastador. 

			En los últimos años, han dejado de abordarse las consecuencias y las causas últimas de la violencia y el terrorismo, más o menos justificadas, más o menos odiosas, pero fundamentales para interpretar y tratar de recomponer la situación política internacional. 

			Cerca de un millón de personas —la mayoría, población civil inocente, niños en quizá más de un 40 %— han muerto como consecuencia de las intervenciones militares subsiguientes a aquel atentado, muertes que ni siquiera han ocurrido en lugares donde vayan a ser recordadas.

			Estas acciones han supuesto, en gran medida, un gasto en defensa; no en vano, los países de la OTAN atesoran el 12 % de la población mundial y el 52 % del gasto en defensa. La desproporción es gigantesca, y el balance, desgarrador. En el caso de la potencia norteamericana, su gasto —equivalente a seis veces el PIB de España— está focalizado en una zona que afecta sobre todo a Oriente Medio y el Mediterráneo, un área geográfica decisiva, esta última, porque marca el índice mayor de paz o de conflicto geopolítico en el mundo: Libia, Afganistán, Irak, Siria, Yemen...

			La situación en Libia ha sido terrible. Como también en Irak, y en Afganistán, que quizá sea el ejemplo más paradigmático del fracaso de la OTAN —la organización más importante para la seguridad colectiva que existe— y de la política de seguridad de paz de Occidente, en cuyos logros podemos resaltar la situación en la que está en la actualidad Oriente Medio. 

			El conflicto entre Israel y Palestina se encuentra, seguramente, en el momento más crítico de su historia. Este es el balance de haber favorecido la política de seguridad, de haber abandonado la vía política del diálogo, el imperativo para la solución pacífica de los conflictos.

			Si pensamos que incluso en la Guerra Fría, durante la época del rearme, primó la diplomacia en defensa de la contención nuclear que evitó la gran catástrofe, resulta aún más exasperante que en este momento de la Historia hayamos preferido de nuevo la solución convencional, la guerra como recurso ordinario, poniendo de manifiesto que, como civilización, y en el ámbito de los derechos humanos y el diálogo, atravesamos un momento de lamentable retroceso.

			Vivimos los años de más guerras y más muertos desde la Segunda Guerra Mundial. Un fracaso indiscutible del sistema internacional y de las grandes potencias, con Estados Unidos al frente. 

			Por ello, lo que defiendo en estas páginas es que la guerra contra el terrorismo siempre se pierde; que la respuesta ante una situación geopolítica de conflicto constante debe ser la acción política y que esta acción política debe estar sustentada en la autonomía como principio, sin vasallajes atávicos ni ficciones oportunistas. 

			Con el propósito de lograr una paz duradera, que redunde en el bienestar y el progreso de las naciones, la comunidad internacional debe recuperar como brújula la Carta de San Francisco, los propósitos y principios suscritos por Naciones Unidas el 26 de junio de 1945. La ONU debe seguir siendo esperanza y garantía para millones de personas.

			Inmersos en la globalización, no es posible defender la autonomía estratégica ni la cesión de autonomía política a Estados Unidos como una visión del mundo, como una forma de entender las relaciones internacionales, el desarrollo, la cooperación, los principios que compartimos. Las circunstancias demandan lealtad a la Carta de San Francisco. En ella están las pautas para una política que alíe civilizaciones y culturas, que pueda ser una herramienta útil para el derecho y la legalidad internacionales, como diplomacia preventiva. Europa fue muy leal a sus principios y, sin embargo, esa lealtad está gravemente debilitada. Llegados a este punto, conviene preguntarse cómo afectan la gobernanza mundial y las relaciones geopolíticas a la construcción del mundo futuro, y cómo lograr influencia con la estrategia que defiende la solución pacífica. 

			En esta reflexión resulta perentoria la defensa de los derechos humanos, probablemente el concepto político más elevado que ha conocido la Historia. No hay ningún derecho humano que no deba ser declarado y protegido. Ninguna razón cultural, religiosa, geográfica o histórica que impida luchar por una sociedad justa.

			Defender los derechos humanos es defender su garantía legal y judicial y su internacionalización como hitos históricos de nuestra civilización, con el convencimiento de que quienes no los respeten serán señalados, interpelados y denunciados. No en vano, cuando las preguntas morales se repiten una y otra vez en miles y miles de voces, las respuestas acaban del lado de la dignidad.

			Tras los terribles atentados del 11 de marzo de 2004, los peores de la historia de España, formulé por primera vez, en Naciones Unidas, la idea de la Alianza de Civilizaciones, la creación de un foro global, de una alianza, entre Occidente y el mundo árabe y musulmán, para combatir el terrorismo y la violencia por una vía que no fuese la de la acción militar. Me retrotraigo a cuando concebí aquella idea que acaba de cumplir veinte años. Desde el profundo dolor que supusieron aquellos atentados, nuestro objetivo era plantear alguna alternativa a esa dinámica inevitable de la fuerza como respuesta en la que se veía inmersa, ya entonces, la ONU. 

			Es capital que en este siglo XXI lleguemos al entendimiento. No podemos permitirnos asumir la profecía que se autocumple con el choque de civilizaciones. Ninguna fe o creencia, ningún dios, pueden servir para amparar o legitimar la violencia. Reafirmo mi convicción de que la pluralidad cultural y religiosa, la diversidad, es riqueza. No existe perversión más paradójica, en todo el ámbito de las civilizaciones, que el uso de la fe como justificación para la guerra. Por eso el fanatismo debe combatirse también desde la propia fe. Es necesario que las religiones instituidas en el mundo desautoricen la violencia, en un esfuerzo histórico para lograr la paz, y afirmen que la paz es inherente a la fe. 

			Las quince primaveras árabes que tuvieron lugar entre 2010 y 2012 nos pusieron sobre aviso: advirtieron a las democracias occidentales de que, más que una transición democrática, la realidad geopolítica internacional estaba adquiriendo tintes de desorden sistémico.

			Hay algo con lo que me siento especialmente sensibilizado cuando recuerdo aquella época: los momentos en puestos de mando, cuando se decidían intervenciones militares, ataques que se materializaban en 24 horas, como sucedió, por ejemplo, con Libia en el año 2011. Las consecuencias de estos ataques, las muertes que podían llegar a causar, nunca se evaluaban. Por eso quizá mantenga esta obsesión casi patológica por la paz.

			Considero que el primer mandamiento de las sociedades organizadas, de la comunidad política y, muy especialmente, de las democracias —a las que se nos presupone la suma realización de los valores ilustrados— es la preservación de la paz. 

			Como militante y ciudadano leal a la Carta de San Francisco, he trabajado por la defensa de la legalidad internacional que han construido las democracias. Proteger de manera unilateral nuestros intereses egoístas sin garantizar los derechos humanos y la cooperación será negativo y es contrario a los postulados de Naciones Unidas, salvo en circunstancias excepcionales de derecho a la defensa, como es el caso de Ucrania ante la invasión rusa. A este respecto, resulta significativo que quienes más han vulnerado la legalidad internacional, quienes más veces han intervenido militarmente en otros países sin autorización del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, sean Estados Unidos, Gran Bretaña, Francia y, ahora, Rusia, de una manera muy contundente. El único país que hasta la fecha no ha rebasado esa línea es China. En teoría, los miembros del Consejo de Seguridad debieran ser los que más respetaran la legalidad internacional, dado que disponen del poder, democráticamente discutible, del veto. 

			Sí, debemos respetar los principios democráticos; debemos actuar como guardianes de la legalidad internacional, con el mismo nivel de exigencia con que acatamos las leyes en nuestros países, lo cual es una expresión inequívoca de democracia y la única forma de convencer a aquellas naciones que aún no se encuentran en estadios democráticos avanzados. Debe imponerse el diálogo, la democracia no puede esperar.

			La primera mitad del siglo XX fue de horror y parece que en el XXI no vamos tampoco en la dirección adecuada, pese a numerosos logros en otras materias. Si la paz deja de ser la gran aspiración de los países con sociedades organizadas, los jóvenes acabarán viviendo en un estado de guerra permanente. La frialdad de la geopolítica y la geoestrategia del petróleo son definitivamente inasumibles.

			La civilización ha logrado grandes avances científicos, económicos, tecnológicos... Pero lo más desastroso de nuestra evolución como especie ha sido, sin duda, el uso de la fuerza. Hemos adquirido la capacidad tecnológica necesaria para alimentar a ocho mil millones de personas. ¿Qué avances podríamos conseguir si esta capacidad estuviera bien distribuida y llegara a esos ochocientos millones de seres humanos que pasan hambre o son desplazados por la guerra y no ven cubiertas sus necesidades básicas? 

			La gran censura moral y política que debemos hacernos como especie capaz de haber construido una gigantesca civilización es la guerra, son las muertes sin sentido. Y en este pensamiento se destila la responsabilidad ya no del propio ser humano como tal, sino de los malos mandatarios, culpables de ese divorcio entre sociedades y políticos donde va arraigando el populismo. Desde mi experiencia, puedo afirmar que somos responsables de la visión que promovemos sobre la convivencia. Debemos dotarnos de un modelo de valores propio. Si queremos convivencia, hagamos convivencia. La solución bélica denota la escasez de verdaderos políticos, de Política con mayúsculas. 

			Sabemos que las guerras dejan heridas dramáticas y plantan las semillas del terrorismo y el radicalismo. Con la guerra de Irak nació Daesh; de la contienda en Rusia surgió el terrorismo checheno; Estados Unidos alentó a los talibanes de uno y otro lado en Afganistán, y continúan allí... Estas organizaciones se transforman en una industria que establece un estilo de vida en el que matar da poder. Lo único que ha logrado la guerra contra el terrorismo es darle poder al terror. 

			El terrorismo y la violencia se combaten por la fuerza, pero solo pueden ser derrotados por la cultura y las ideas. Porque hay que tener en cuenta que, aunque aquellos no logren cambiar sistemas políticos, sus efectos sobre estos pueden ser muy relevantes y duraderos. La comunidad internacional demanda un liderazgo diferente que vele por el mantenimiento del orden global, y, en este sentido, es muy difícil no considerar que Donald Trump ha agotado todas las posibilidades de representar este liderazgo.

			Las redes nos han convertido en una sociedad individualista —«narcisista» más bien, diría Wittgenstein—, carente de ímpetu pacificador, y la pospandemia no ha hecho más que frenar cierta tendencia a potenciar la cooperación y el estímulo de los valores sociales y comunitarios. No olvidemos que hace cincuenta años, cuando la gente quiso parar Vietnam, paró Vietnam. Compartir la indignación en las calles parece que ha perdido fuerza y, sin embargo, la sociedad conoce muy bien la diferencia entre los políticos que construyen la paz con valentía y determinación, incluso al precio de inmolarse políticamente y perder su estatus de seguridad, frente a aquellos que simplemente se amoldan a lo que pueda venir. 

			Quien tiene una convicción profunda debe arriesgarse; apoyemos a los políticos de convicciones profundas para que se arriesguen.

			Ignoro cuándo ocurrirá, no sé cuál será el momento o la causa última, pero ese impulso social va a volver; puede que no estemos lejos de una reacción de la comunidad social y de la política internacional. Volverán a reconocerse la una en la otra.

			Estamos a tiempo de que este siglo XXI genere más esperanza que resignación. Nuestra visión del mundo debe ir acompañada de ideas de paz, respeto y tolerancia, de valores profundos de igualdad social, y diametral rechazo de la miseria y la violencia. La experiencia histórica demuestra que las sociedades pacíficas son aquellas que se procuraron un modelo de valores propios de una cultura de paz, valores que se ponen de manifiesto con el ejemplo y se acreditan con la razón; que no se imponen, se proponen, y cuya fuerza radica en convencer, no en vencer.

			Frente a quienes creen que la agresividad que conduce a la violencia y a la guerra es inevitable, como un destino que aboca a los pueblos, toda una antropología de la paz sostiene que, si bien los conflictos son inherentes a nuestra condición humana, no lo es la imposibilidad de transformarlos en maneras pacíficas, desde la sensatez y el compromiso y sin un atisbo de ingenuidad. 

			La paz preventiva nace de la diplomacia, del diálogo sin descanso y de un caudal de ideas firmes y de voces continuas. En el camino de la acción conjunta, debemos reivindicar ese diálogo, la solución pacífica, como instrumento fundamental de la política. La proyección del entendimiento debe adquirir más fuerza que nunca. 

			Si queremos paz, hagamos paz. Nos apremia el futuro.
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			El arte de la paz

			 

			 

			Ojalá se despierten la conciencia y el sentido común de las personas, de manera que alcancemos una nueva fase en la vida de las naciones, en la que la gente mirará hacia atrás y verá la guerra como una aberración incomprensible de sus antepasados.

			 

			ALBERT EINSTEIN

		

	



		
			 

			 

			 

			 

			UNA TAREA PRIORITARIA


			 

			El día antes de morir, mi abuelo, capitán militar fusilado al comienzo de la guerra civil española, escribió las palabras que más trascendencia han tenido en el devenir de mi vida: «Muero inocente y perdono». Juan Rodríguez Lozano murió con un ansia infinita de paz, y con esta frase inoculó en mí, además, la creencia de que el camino hacia la paz reside en la capacidad de las partes para asumir responsabilidades y perdonar. Como ya he afirmado en más de una ocasión, me declaro un fundamentalista del diálogo. Tratando de ser fiel al legado moral que acabo de invocar, en cualquier negociación siempre he procurado que las partes lleguen a reconocerse entre ellas y, aun mínimamente, mantengan una actitud conciliadora, lo cual solo suele ser posible tras muchas horas de encuentros personales. En el cara a cara resulta muy difícil no dejar abierta una rendija al respeto o al acuerdo.

			Otra característica que me convierte en una persona proclive al diálogo entre adversarios, y que probablemente esté ligada a la trágica muerte de mi abuelo, es el rechazo frontal hacia la violencia que experimento desde que tengo memoria. Nunca he podido soportar ningún tipo de agresión, se produce en mí una intolerancia casi física, una reacción que, por otro lado, fortalece mi convicción sobre la gran ventaja que supone para el ser humano el descubrimiento de la solución pacífica de los conflictos. 

			Es la tarea que da sentido a la vida de los peacemakers. A todos los peacemakers de vocación que he tenido la oportunidad de conocer los he visto sufrir por la violencia ajena, como si la estuvieran ejerciendo contra ellos mismos. Ignoro cuál es el factor genético que predispone a ciertas personas a sentirse desarmadas y profundamente indignadas ante la violencia. 

			En mi caso, la causa política fundamental de esta vocación pacifista podría ser la Guerra Civil, una incuestionable huella dramática de nuestra historia, no superada porque no ha habido un proceso que lo hiciera posible. Podría afirmarse que salimos como pudimos de la Transición, tras haber aguantado cuarenta años de dictadura. Nunca se dio un proceso de mediación con las víctimas. De forma paulatina, se han ido cumpliendo las asignaturas pendientes, pero, insisto, la huella perdura. 

			Aprender a sanar estas heridas incurables ha sido uno de los retos que he asumido en mi propia trayectoria como peacemaker, en la que distingo claramente dos etapas. La primera se desarrolló en paralelo a mi condición de presidente del Gobierno de España. Viví la segunda ya como expresidente y mediador por vocación.

			Durante mis años como presidente, la paz fue mi tarea prioritaria; acabar con la violencia y prevenir las posibles reacciones. Varios temas resultaron fundamentales entonces, pero, sin duda alguna, el más importante fue el final del terrorismo en España. Era mi afán, porque permanecía en él la violencia política tras nuestra larga historia de guerra civil y de dictadura. Abolir el asesinato político puede que sea la tarea más noble que existe. Nuestro país llevaba dos siglos largos matando por política ininterrumpidamente: golpes de Estado, insurrecciones, guerra civil, dictadura, terrorismo...� Hacer memoria implica también tener presentes esos doscientos años de violencia ininterrumpida vividos en España hasta el 20 de octubre de 2011. En este sentido, la situación de nuestro país resulta hoy afortunadamente excepcional respecto a la que se vive en no pocos lugares del mundo, más en un momento en el que se vuelve a cubrir de legitimidad la violencia. Así las cosas, este nuevo contexto conflictivo global se ha convertido en mi principal preocupación, pues, en lo sucesivo, cada vez va a ser más recíproca la dependencia de unas naciones respecto a otras, y su devenir se va a ver condicionado, sin duda, por el conjunto de las relaciones internacionales.

			He tenido y tengo muy presente que me hice cargo del Gobierno de España tres días después del peor atentado terrorista de la historia de nuestro país, sufrido el 11 de marzo de 2004, equiparable al shock político que supuso en Estados Unidos el perpetrado contra las Torres Gemelas. En aquel momento crucial de nuestra historia reciente, mi primer pensamiento fue para los casi cuarenta y dos millones de personas que representábamos. Cada una de ellas nos había llevado hasta allí, y a todas ellas me debía desde ese día en adelante. Sin embargo, había 192 personas que faltaban. Ellos, que tenían derecho a estar con nosotros, cuya ausencia se sentía como una herida abierta, debían permanecer en nuestra memoria como una presencia imborrable. Sus vidas se perdieron, como tantas otras en los años precedentes, víctimas del furor homicida de unos desalmados. El terrorismo, lo he dicho siempre, no tiene razón, ni sentido, ni política; solo deja terror, muerte, chantaje... una voluntad destructiva que busca someter a los demás.

			Madrid, en medio del horror, dio un ejemplo de coraje, solidaridad y heroísmo, y con Madrid, toda España. Nunca olvidaré la gratitud que sentí entonces hacia todos los que ayudaron y a quienes en todas partes mostraron apoyo. También hacia las administraciones públicas, que, con admirable eficacia, actuaron de forma coordinada para mitigar las consecuencias de los brutales atentados del 11 de marzo.

			En esos días de duelo y dolor, reforcé las medidas de atención a las víctimas y a sus familias. Sentía que todo cuanto hiciéramos por ellos no era solo un acto de justicia, sino una auténtica deuda democrática. Cada decisión tomada se impregnaba de la convicción de que el Gobierno que lideraría tendría como prioridad absoluta el fin del terrorismo en España en cualquiera de sus formas. 

			Para ello fortalecimos las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, dotándolos de mejores recursos, mayor coordinación y acceso a inteligencia de calidad. Entre mis compromisos estuvo la creación de un mando único operativo que garantizaría una actuación eficaz y evitaría las descoordinaciones que en ocasiones habían comprometido nuestra seguridad. A ello se sumó la propuesta de coordinar todos los servicios de inteligencia e información del Estado.

			Pero entendí también que esta lucha no podía ser solo interna. Desde el principio me propuse fomentar la cooperación internacional como eje principal en la lucha contra el terrorismo internacional. Esa cooperación debía respetar los valores y principios que nuestra democracia había consolidado. Nunca estuve dispuesto a proponer restricciones a nuestras libertades en nombre de la seguridad ni a apoyar iniciativas que pudieran vulnerar la legalidad, ya fuera nacional o internacional.

			La utilización política del terrorismo es algo que siempre he rechazado. Creo firmemente que la unidad de los demócratas es esencial para esta lucha. Por eso, uno de los momentos más significativos para mí fue poner en marcha el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo, suscrito entre el Partido Socialista y el Partido Popular cuando yo era líder de la oposición. Ese pacto, para mí, sigue siendo un símbolo de la unidad necesaria en los momentos más oscuros. E intenté ir más allá, convocando a todas las fuerzas políticas a un encuentro en el que pudiéramos compartir información y definir una estrategia común.

			Sin embargo, ese no fue el único desafío de aquellos días. También nos enfrentamos a un clamor ciudadano por el cambio. En aquellas elecciones, el Partido Socialista recibió un mandato mayoritario para liderar el Gobierno, y esa decisión expresaba una voluntad colectiva de transformación. Lo entendí no solo como un voto de confianza, sino también como una exigencia.

			Los ciudadanos esperaban que cumpliéramos nuestras promesas. Había, ante todo, una demanda de respeto a la palabra dada, algo que para mí siempre fue fundamental. Mi compromiso era honrar ese mandato. Pero también supe que, además del cumplimiento de nuestras promesas, había una expectativa de cercanía y participación. Querían un Gobierno que escuchara, que atendiera a razones, que explicara cada decisión adoptada.

			Esa voluntad popular se reflejaba en una Cámara diversa, sin mayoría absoluta, lo que requería diálogo, entendimiento y consenso. Mi voluntad era que esa legislatura se convirtiera en la del debate, el encuentro y la búsqueda de acuerdos.

			A nivel internacional, trabajé para recuperar el consenso perdido, priorizando nuestra visión europeísta, fortaleciendo nuestras relaciones con América Latina y el Mediterráneo, y manteniendo una posición firme respecto a la legalidad internacional. Ese trabajo comenzó con las primeras reacciones del Gobierno a los atentados, en ese momento procuré hacer una política de aproximación a los sectores de población que pudieran compartir un mismo origen geográfico y religioso con los autores de los atentados. 

			Fueron prioritarias para mí las relaciones con Marruecos y Túnez, porque los terroristas del 11M eran marroquíes y tunecinos. Apenas se dieron entonces conatos de hostilidad contra la comunidad islámica en España. La sociedad española reaccionó de manera ejemplar. Creo que, desde el punto de vista de nuestro comportamiento colectivo, ese ha sido uno de los mejores momentos de la historia contemporánea de nuestro país; y lo digo convencido, sabiendo lo que suponía un atentado de esa magnitud en un país golpeado durante décadas por el terrorismo de ETA. La sociedad española podría haber reaccionado a la manera de George Bush, pero no lo hizo, y me siento profundamente orgulloso de eso como miembro de ella. Mantuvimos los grandes principios: aislar el terrorismo y perseverar en la paz y el entendimiento. Fue una experiencia de gran alcance. «Han muerto por ser españoles», se llegó a decir, y hubo quien intentó enfrentar dos culturas. No lo lograron. 

			Concebí esta política de no enfrentamiento durante mis años como presidente, procurando que la tarea de mi Gobierno tuviera un horizonte de paz, desde el reconocimiento y el respeto de las minorías. No en vano, las democracias más sólidas son las que respetan a las minorías. Y creo que España pasó a ser uno de los países más tolerantes y abiertos del mundo.

			Con ocasión del llamado proceso de paz y tras haber formulado el Acuerdo por las Libertades y contra el Terrorismo, me propuse demostrar mi compromiso radical por el fin de la violencia. Supe al poco tiempo que la retirada de las tropas de Irak había impactado de forma positiva en la izquierda abertzale, que estaba considerando llevar adelante aquellas conversaciones. Anuncié la apertura del proceso en el Parlamento, y procuré mantener informados de sus avatares más relevantes al principal partido de la oposición y a los partidos vascos. Eso no impidió que, ante la ausencia de un verdadero marco legal, algunos llegaran a acusarme de colaboración con la banda armada. Afortunadamente, el Tribunal Supremo dictaminó que el Gobierno podía mantener ese diálogo. En aquellos momentos agradecí profundamente tanto la franqueza mostrada por la izquierda abertzale, como la labor de los peacemakers.

			Como suele ocurrir en las conversaciones de paz, aquella negociación fracasó en un primer momento, pero creí que se daban las circunstancias para insistir en ellas y, por fin, el entendimiento fue posible. Fue determinante que la izquierda abertzale allanara políticamente ese camino, así como la perseverancia y el buen hacer de los peacemakers para recorrerlo hasta el final. Aquella victoria del diálogo tuvo un valor extraordinario para mí y lo sigue teniendo, más si cabe por el momento que atravesamos, el de más guerras abiertas y con más víctimas mortales desde el fin de la Segunda Guerra Mundial. En esta tesitura, el final de ETA es uno de los pocos momentos de las últimas décadas que han dado aliento a la resolución pacífica de los conflictos.

			La izquierda abertzale me transmitió entonces su compromiso para una paz duradera, sin escisiones ni más atentados, y el tiempo ha demostrado que cumplieron su palabra. 

			Una parte muy positiva del final del proceso de paz con ETA, que siempre agradeceré, fue el apoyo de Mariano Rajoy, pese a que el PP no se sintió vinculado a las conversaciones que se llevaron a cabo en Noruega. Pero lo cierto es que su gobierno se encontró un país libre de la violencia etarra. La derecha de nuestro país no es muy dada a reconocer las virtudes ni los logros ajenos y, personalmente, tampoco lo esperé. 

			De cualquier forma, se necesita tiempo para poder realizar una lectura fidedigna de lo que ha supuesto para Euskadi y el resto de España el final del terrorismo.

			La democracia y el diálogo demandan parámetros que puedan objetivarse. Durante mi Gobierno se abrió un periodo de paz y política libre de violencia, en el que debemos continuar perseverando con el fin de que la convivencia se imponga de manera definitiva.

			En los últimos tiempos, mi mayor preocupación política ha sido la de que culmine de forma positiva el proceso de pacificación en Cataluña, siempre me he sentido concernido por él. El reconocimiento de las identidades nacionales debe ser prioritario para una política de estado.

			Apenas llevamos trece años de paz y, aunque no lo viviré, estoy convencido de que nuestra especie civilizatoria llegará a abolir la guerra como instrumento para resolver conflictos. No sé cuántas generaciones serán necesarias, pero se logrará. Llegará el momento en que un conflicto como el de Ucrania y Rusia, casi una guerra civil, no podrá concebirse ya. Miles de personas ya han perdido la vida en esa contienda sin que, ciertamente, seamos capaces de explicarnos lo que ha pasado. Por eso mismo, pienso que la guerra requiere la mayor exigencia en el debate político. Me atormentan la gente que sufre y el nivel de incomprensión que ha conducido a tal sufrimiento; la incapacidad colectiva para detenerlo o para haberlo evitado. Y, por ello, el fin de ETA y la erradicación de la violencia política —fruto de haber allanado el camino para la conversación— me colmaron íntimamente como ninguna otra tarea de Gobierno. Aquella victoria del entendimiento supuso además la constatación de que no hay conflicto irresoluble; simplemente, son necesarios empeño, convicción y perseverancia.

			Considero que estas dos grandes experiencias que tuve que afrontar durante mi Gobierno, una para terminar con la violencia de ETA y la otra para evitar que surgiera una confrontación de inciertas consecuencias a raíz del atentado terrorista del 11M, contaron con un desempeño razonablemente positivo de los gobiernos que presidí. No hay que olvidar que la sensibilidad de nuestro país respecto a la violencia es especial. Sigue latente, como decía, la huella de la Guerra Civil; por eso España entiende la necesidad de la paz mejor que la mayoría, porque una guerra civil acaba haciendo más por la paz, por su necesidad, que una guerra con otra nación.

			La conclusión que es posible extraer de lo ocurrido en España es pues que la vía de la solución pacífica existe y es poderosa. Logra que la sociedad evite reaccionar de forma violenta y que asuma que la violencia, una vez ejercida, se recuerde para siempre como una aberración. En estas asunciones enraízan los grandes valores democráticos y humanistas, más necesarios que nunca en este momento. Debemos enarbolarlos, pues no son algo utópico. 

			Ya como expresidente, he participado en algunas mediaciones. En relación con Venezuela, las dificultades de este país datan de la época de su expansión económica, del descubrimiento de sus reservas de petróleo. Y si repasamos el origen de su conflicto político, podremos entender que no es otro que el de la pobreza y la desigualdad, como sucede en la gran mayoría de los países pobres o en vías de desarrollo, no solo latinoamericanos.

			La posibilidad de participar en las negociaciones por el diálogo en Venezuela surgió en el año 2014. La oposición venezolana me planteó la situación extremadamente complicada que vivía el país meses antes de las elecciones de 2015. Creyeron que un perfil como el mío podría servir para abordar el diálogo con el chavismo, para intentar moderar las posiciones. Unasur lideró ese proceso en el que, en efecto, participé junto con otros dos expresidentes, el de República Dominicana, Leonel Fernández, y el de Panamá, Martín Torrijos. También medió el Vaticano. Nos reunimos en mesas públicas en las que se negociaban puntos imprescindibles para avanzar en el complicado proceso de paz venezolano. Aquel diálogo con altibajos derivó en lo que acabó llamándose el proceso de República Dominicana, cuando prácticamente ya estuve solo como peacemaker, junto con representantes de otros países, cuyo papel fue más bien el de observadores.

			Viajé en muchas ocasiones a Venezuela y República Dominicana, cuyo Gobierno me brindó una gran ayuda, especialmente en las figuras de su presidente y de su ministro de Exteriores. Digamos que yo no concursé a ese puesto, y se trató más bien de una coyuntura que exigió el máximo compromiso por mi parte.

			En aquel momento, el líder de la oposición venezolana, Leopoldo López, estaba en la cárcel, y la primera condición de los opositores para que el diálogo prosperara fue que consiguiéramos liberarlo. Aquello supuso numerosos viajes, largas conversaciones, persuasión y visitas nocturnas a la cárcel de Ramo Verde. Después de lograr su liberación, ya no pude desvincularme. ¿Cómo no acudir a la llamada de personas que han perdido la libertad, pudiendo hacer algo para que se la devuelvan?
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